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Des que se realizan son de hacer y de cantidades ilíquidas, la
cuantía de este procedimiento debe estimarse como indeterminada
a los oportunos efectos .oo» A continuación y para justificar que en
todo caso el procedimiento habria de ser el de mayor cuantía, hizo
referencia a que el capital de la sociedad -uno de los temas
litigiosos y no el único- era de 600.000 pesetas. Y los demandados,
en el h.echo decimocuarto de Su contestación a la demanda,
afinnaron: «Por confonnes con el hecho decimocuarto de la
demanda en cuanto al procedimiento, si bien rechazamos en
con~encia con lo que venimos argumentando Que el capital de la
Soc.edad sea de 600.000 pesetas. Y asl se sustanció el pleito como
de cuantia indeterminada, según se recoge en el primer resultando
de la Sentencia del Juzgado en el que se dice: «Decimotercero que
la cuantía del pleito es indeterminada pero sí dentro del mayor
cuantía».

Al no ser contradichos en las actuaciones los hechos expuestos
y no haber constancia en los autos que se tramitara el incidente que
previene el arI. 492 de la Ley de E11iuiciamiento Civil en el
supuesto de que los demandados no se hubieran conformado con
la cuantla señalada por el actor, hay que partir de los citados hechos
para resolver este recurso de amparo y entender, conforme resulta
de las actuaciones y dispone el arI. 491 de la citada Ley, que el
Juzgado de Primera Instancia tramitó los autos como de cuantía
indeteI111inada conforme a l~ solicitado por el actor. Sin embargo,
las resoluciones, recurridas, en amparo, sin razonamiento alguno
que justifique la cuantía de 600.000 pesetas que atribuyen al pleito
a partir de la fase de preparaci6n del recurso de casación, lUega a
los recurrentes por esa sola raz6n el acceso al citado recurso al que
tendrian derecho de respetarse la cuantía indeterminada por la que
se sustanció el J?I'OCOd:imiento.

2. Es doctnna reiterada de este Tribunal que el derecho a la
tutela judicial efectiva que garantiza el arto 24.1 de la Constitución,
comprende, en los casos y con los requistos que la Ley establezca,
la utilización de los recursos legalmente previstos contra las
resoluciones de los órganos judiciales, incluido el recurso de
casación, y que, por tanto, infringe aquel derecho fundamental
cualquier declSión de inadmisi6n de un recurso que no se funde en
la aplicación razonada y razonable de una causa legal de inadmisi­
bilidad, porque, 'si bien es cierto que cortresponde a la Sala Primera
del Tribunal Supremo la última decisi6n sobre la admisión de los
recurso de casación ante ena interpuestos y la verificación de la
concurrencia de los requisitos materiales y procesales a que el
mismo está sujeto, también 10 es que si no está justificada o
debidamente motivada la decisión, se funda en un error, en una
causa inexistente o en un ri¡or excesivo en la interpretación de los
requisitos formales, puede el Tribunal Constitucional, a través del
recurso de amparo, restablecer el derecho vulnerado y hacer
efectiva la tutela judicial que garantiza el arto 24.1 de la Constitu­
ción.

En el presente caso, conforme se ha razonado en el fundamento
jurldico 1.0, el Auto recurrido dictado por la Sala de lo Civil de la

Sala Segunda. Recurso de amparo número 202/1984.
Sentencia número 11/1987, de JO de enero de 1987.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria BegUé Cantón, Presidenta, don Angel La.orre Segura,
don Fernando GarcIa-Mon y González-Regueral, don Carlos de la
Vega Denayas, don Jesús Leguina Villa y don Luis López Guerra,
Magistrados, ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

en el recurso núm. 202/1984, promovido por don Pedro Sánchez
Guimaraes, representado por el Procurador de los Tribunales don
Juan Luis Pérez-Mulet y Suárez ., asistido del Letrado don Jesús
MarIa Gil Lamata, en el que solicita la nulidad de las decisiones
recaldas en las tausas núm. 155/1978, del Juzgado de Instrucci6n
núm. 3 de Madrid y núm. 70/1979, del Juzgado de Instrucción
núm. 20 de la misma ciudad, por las que se apobó la refundición
y Iiquidaci6n de las condenas que le fueron unpuestas, y que se
declare la nulidad del acto mediante el cual se aprobó su licencia­
miento en la primera de las causas mencionadas. Ha comparecido
el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente el Magistrado don Angel
Latorre Segura, quien expresa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

1. Con fecha 27 de marzo de 1984 se recibió en este Tribunal
Constitucional la petición, formulada directamente por el conde-

Audiencia Territorial de Valencia, o ha incurrido en el error de
señalar como cuantía litigiosa la de 600.000 pesetas pese a que el
pleito se tramitó como de cuantía indeterminada, o ha omituio la
fundamentación jurldica que permita hacer dicha afirmación. Y
como el Auto de la Sala Primera del Tribunal Supremo, también
recunido en amparo, no aclaró en queja la procedencia de ese
motivo de inadmisión, limitándose a mantener una cuantía no
justificada en las actuaciones «por no ser momento procesal
adecuado» para atender 4d.as· razones que en pro de una cuantía
superior alegan los recurrentes», es obvio que el recurso de casación
preparado por los solicitantes de amparo, que resultaba procedente
con arreglo al arI. 1.687.1.° de la vigente Ler de Enjuiciamiento
Civil, se les ha denegado sin justificación mollvada de la causa de
inadmisión apreciada por las resoluciones recurridas, por 10 que
procede otorgar el amparo para restablecer a los recurrentes el
derecho que demandan de obtener la tutela judicial efectiva a
través del recurso de casación oportunamente preparado y del que
se les ha privado por una causa de inadmisión que no resulta de las
actuaciones.

FALLO

En atención a todo 10 expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J.E CONFIERE LA CONSTITU·
CION DE LA NACION E5PANOLA,

Ha decidido:

Otorgar el amparo solicitado por el Procurador de los Tribuna·
les don Santos de GandariUas Carmon&, en representación de don
Manu~1 ~uliVázquez, doña Amparo Martínez Campany, don
AntOOlO Bll1XlIuh Vázquez y doña Carmen Ramón Alonso y, en
consecuencia:

'1.0 Reconocer a los recurrentes su derecho fundamental a la
tutela judicial efectiva.

2.° Anular el Auto de la Sala Primera del Tribunal Supremo
de 18 de octubre de 1986 y el de la Sala Transitoria de lo Civil de
la Audiencia Territorial de Valencia de 18 de noviembre de 1985,
que fue confirmado por el primero.

3.0 Retrotraer las actuaciones en el recurso de apelación
tramitado ante la Sala Transitoria de lo Civil de la Audiencia
Territorial de Valencia, al momento procesal inmediatamente
anterior al de dictarse el Auto anulado de IS de noviembre de 1985.

Publiquese esta Sentencia en el dlolelin Oficial del Estado».

Dada en Madrid a veintinueve de enero de mil novecientos
ochenta y siete.-Gloria Begué Cantón.-Angel Latorre
Segura.-Fernando Garcia-Mon y González-Resueral.-JesÚs
Leguina Villa.-Luis López Guerra.-Firmados y rubncados.

nado Pedro Sánchez Guimaraes, por la que solicita se le nombre
Abogado y Procurador para promover la revisión d;e su situ~ió~
penitenciaria. Sustancialmente pretende que se mod!fique la liqul'
dación de condena que está cumpliendo por SentenC18S dietadas en
el sumarlo 155/1978 (Juzgado núm. 3 de MadrId) y en el sumario
70/1979 (Juzgado núm. 10 de Madrid), en los que se le condenó
por un delito de atentado a agente de la autoridad a cuatro años,
dos meses y un día de prisi6n menor, y por cinco delitos de robo
consumado r uno frustrado (art. 501.5 e.P.) a cinco penas de seis
años de prisión menor y una de seis meses de arresto mayor .Y a
indemnizar a las victimas por la suma de 18.500 pesetas (en
conjunto).

2. Mediante oficio el 24 de mayo de 1983, la Dirección
Oeneral de Instituciones Penitenciarip se diri~ó a la. Audiencia
Provincial en la causa núm. 155/1978 de MadrId, remllléndolela
<diqUida.ción de condenas refundidas» del I?"nado Pedro Sánchez
GUlmaraes por las causas 155/1978 (J~o núm. 3 de Madrid)
y 70/1979 (Juzgado núm. 20 de Madrid), practicada por esta
Central de Observación. De acuerdo con esta liquidación, la pena
de cuatro ailos, dos m~ y un dia. impuesta en 1lI prime~ de
dichas causas, abon~dos cmcue~ta y SIete días de.~sI6n proV1slo­
nal quedaría cumplida el 15 de JUIUO de 1984. ASImISmo, las c.nco
pe~as de seis años y una de seis meses de privación de libertad que
se le impusieron en la causa núm. 70/1979 (Juzgado núm. 20 de
Madrid) establecido el máximo según lo determinado en el
arto 70.2." del Código Penal (e. P.) en dieciocho años, comenzarla
a cumplirse a partir del 16 de junio de 1984, quedando eXllnsu.da
el 8 de junio del año 2002, habIda cuenta que los ailos 88, 92 y 2000
son bisiestos.

La Sección Primera de la Audiencia Provincial, mediante
providencia de 27 de mayo de 1983, dio vista del despacho al
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Ministerio Fiscal, que el 3 de junio del mismo año dijo «que está
conforme con la precedente hquidación de condena refundida».

La Sección, sin más trámite, dictó la providencia de 7 de junio
de 1983 por la que se aprobó ola liquidación refundida de condenas
practicada al penado Pedro Sánchez Guimaraes». La decisión se
notificó al Fiscal el 14 de junio de 1983.

3. Con posterioridad a estas actuaciones, la Audiencia Provin­
cial, haciendo aplicación de la L. O. 8/1983, de 25 de junio, dispuso
rectificar la condena recaída en la'causa núm. 155/1978, redu­
ciendo la pena de cuatro años, dos meses y un día de presIdio
menor a tres años de prisión menor. en consecuencia, se practicó
una nueva liquidación de esta pena, Que se aprobó por providencia
de 29 de julio de 1983. De acuerdo con eUa la pena correspondiente
al sumano 155/1978 se habría terminado de cumplir el 16 de abril
de 1983. Consecuentemente, la Audiencia Provincial (Sección
Primera), a propuesta del Centro Penitenciario de Cumplimiento
de Alcalá de Henares, dispuso el 8 de septiembre de 1983 el
licenciamiento definitivo del recurrente en la mencionada causa
núm. 155/1978, a partir del 13 de mayo de 1982. Dicha providen­
cia fue ratificada por el M8$istrado de Ejecutorias, preVIa vista al
Fiscal, mediante providenCIa de 21 de septiembre de 1983. El
recurrente se dirígló, con fecha 6 de febrero de 1984, al Fiscal de
la Audiencia Provincial de Segovia, cuestionando la forma en que
se habría procedido al rectificarse su condena en la causa
núm. 155/1978. El Fiscal de Segovia remitió dicho escrito al de
Madrid, quien lo presentó en la Audiencia Provincial. El Masis­
trado d~ Ejecutorias dispuso el 21 de febrero de 1984 el archIVO
definitivo de la causa núm. 155/1978, sin tomar en consideración
el escrito referido.

4. Paralelamente, en la causa 70/1979, el recurrente presentó
escrito de 7 de enero de 1983. cuestionando la aplicación del
art. 70.2 c.P. en dicha causa sin su consentimiento y solicitando
.de es.: Tribunal la revisión de la aplicación de! arL 70 del vigente
Código Penal» y «a ser poSIble, se le envie el testimonio de condena
que en su día se le debió haber hecho». Con tal motivo el Fiscal
sostuvo, al contestar la vista que le confiriera el Magistrado de
Ejecutorias, que ola regla 2.' del arL 70 C. P. se aplica de oficio»
)' que no cabe considerar las demás alegaciones del recurrente en
relación a los hechos de la causa. El Magistrado de Ejecutorias
dispuso el archivo de la causa por providencia de 10 de marzo
de 1983.

5. Por prOVIdencia de 13 de junio de 1983, el Magistrado de
Ejecutorias, previa vista al Fiscal, aprobó la refundición de
condenas de la causa núm. 70/1979 en la misma forma que la
establecida ya en la providencia de 7 de junio de 1983 en la causa
núm. 155/1978.

6. Posteriormente se dispuso en la causa núm. 70/1979, por
providencia de 28 de noviembre de 1983, la nueva liquidación de
condena. teniendo en cuenta el licenciamiento definitiVO decidido
en la causa núm. 155/1978 por la providencia de 8 de septiembre
de 1983 (antecedente 3). De acuerdo con esta nueva liquidación, la
pena resultante de aplicar el arto 70.2 C. P. a la condena recaída en
la causa núm. 70/1979 es de dieciocho años, se comenzó a cumplir
el 14 de mayo de 1982 Yse extinguirá el 8 de mayo del año 2000.

7. Una vez en conocimiento de estas decisiones el recurrente,
en sus escritos de 11, 12 Y27 de diciembre de 1983, S, 9 Y 24 de
febrero de 1984, 6 de septiembre de 1984 y 15 de noviembre de
1984, solicitó, apoyándose en diversos argumentos, la «revisión de
la causa». Esta petición fue rechazada sistemáticamente por diver­
sas providencias del Magistrado de Ejecutorias.

8. Designados Abogado y Procurador por este Tribunal Cons­
titucional, éstos solicitaron VIsta de las actuaciones correspondien­
tes a los sumarios 155/1978 y 70/1979, los que fueron requeridos
por la Sección Primera de esta Sala, con fecha 18 de julio de 1984,
de los Juzgados intervinientes.

9. El 19 de septiembre de 1984 se concedió por diez dias vista
al Letrado designado en tumo de oficio para que formule la
demanda con los requisitos del art. 49 de la Ley Orgánica del
Poder Judicial (LOPJ) o, en su caso, la excusa que corresponda. El
Letnldo se presentó afirmando que ola pretensión del recurrente
resolta de todo punto de vista insostenible».

10. La Sección d.is¡)uso a continuación que, según el arto 9 de
las Normas de este Tribunal Constitucional sobre defensa por
pobre (<<!lOE» de 9 de febrero de 1983), se remitiese testimonio por
duplicado de las presentes actuaciones al Consejo General de la
Abogacía, a fin de que, por los Letrados en ejerciCIO, se dictaminase
sobre si es sostenible la acción que se proponla ejercitar el
recurrente. Este dictamen, presentado ante el Tribunal Constitucio­
nal el 8 de noviembre de 1984, se pronunció igualmente por la falta
de derecho del recurrente.

11. En cumplimiento de lo dispuesto en el arL 39 de la Ley
de Enjuiciamiento Civil (L.E.C.), la Sección Primera de esta Sala
dio VIsta por seis días al Ministerio Fiscal, con audiencia del
interesado, si éste lo estimara necesario. El Ministerio Fiscal
sostuvo que las liquidaciones de condena que cuestiona el recu­
rrente no vulneran ningün precepto constitucional y que la aplica-

ción que en ellas se hace de los an.. 988 y 17.5 de la Ley de
Eqjuiciamiento Criminal (L.E.Cr.) «pertenece a la interpretación de
la legalidad ordinaria», que sería de exclusiva competencia del
Poder Judicial según el arL 117.3 de la Constitución.

12. Concluido este trámite la Sección requirió al solicitante
del amparo para que, dentto del plazo de diez dias, si le interesaba,
se peBOnase en el procedimiento con Abogado y Procurador a su
cargo.

13. Con fecha 6 de junio de t985, se presentó ante el Tríbunal
Constitucional el Procurador don Juan Luis Pérez-Mulet y Suárez,
quien. finalmente, dedujo la demanda de amparo. En ésta se pide
la declaracion de «1a nulidad del acto mediante el cual se aprobara
el licenciamiento definitivo de la causa 155/1978» y además se
refundan las penas recaldas en ésta y en la núm. 70/1979.
Implicitamente la demanda reclama además la aplicación de lo
dispuesto en el arL 70.2 C.P. La situación del recurrente, según la
demanda, vulneraría los ans. 24 y 25 de la Constitución.

14. Por providencia de 3 de julio de 1985, la Sección Primera
dispuso tener por presentado el escrito de demanda y admitir la
misma a trámite, solicitándose al mismo tiempo de las autorídades
judiciales intervinientes la remisión de las actuaciones originales y
el emplazamiento de quienes hayan sido parte en los mencionados
procedimientos para que se personen en el proceso constitucional
dentro de los diez dias.

15. La misma Sección dispuso, por providencia de lI de
septiembre de 1985, tener por recibidas las actuaciones remitidas
por las Secciones Primera y Tercera de la Audiencia Provincial de
Madrid y, a tenor de lo dispuesto en el ano 52 de la Ley Or&ánica
del Tribunal Constitucional (LOTe), dar vista de aquéllas al
Ministerío Fiscal y al solicitante del amparo, para que, dentto del
dicho término aleguen lo que a su derecho convenga.

16. Con fecha 25 de septiembre se recibió en este Tríbunal
Constitucional otro escrito del recurrente en el que -entre otras
alegaciones que reiteran las anteriores expuestas-, hace saber que
mantendrá huelga de hambre en señal de protesta por la forma en
que fueron resueltas sus peticiones ante la Audiencia Provincial. En
la miSI\1a fecha la Sección' dispuso poner en conocimiento del
recurrente el estado en que se encontraban las presentes actuacio­
nes.

17. El Fiscal ante e! Tríbunal Constitucional sostuvo que la
pretensión del recurrente no debe ser estimada. Desde su punto de
vista, el recurrente ha sido condenado por dos delitos divenos, uno
de atentado y varios contra la propiedad. Estos delitos no tendrían
conexión entre si ni serian anlil~ en el sentido del arto 17.5.°
L.E.Cr., dado que atentan contra bienes jurídicos diversos y fueron
cometidos con una diferencia de ocho meses. Por lo tanto, se .
trataría de dos delitos «distintos en su ideación, motivos~ realiza·
ción y tiempo». A juicio del Fiscal el órgano judicial no estimó
comprendido el caso en el arL 988 L.E.Cr. porque no se darían los
reqUISitos del ano 17 de la misma Ley, y, dado que el texto legal
dice «a juicio del Tribunal», estaríamos ante una cuestión de
legalidad ordinaria lliena a la competencia del Tribunal Constitu­
cional. Por lo demás, el recurrente no habría utilizado los' recursos
legales de que disponia, ya que no interpuso el de casación q.ue
prevé el ano 988 L.E.Cr., por lo que este motivo de inadmiSlón
debería dar lugar a la desestimación de la demanda. Finalmente, el
Ministerio Fiscal sostiene que e! ano 25 C.E. habría sido invocado
s6lo «pro fOflllD. Por su parte, la representación del reCUJTente
insistió en sus alepciones en el punto de vista según el cual la
aplicación de la Ley penal en forma separada a las distintas
Sentencias condenatorias ha vulnerado los derechos que protegen
los ans. 24 y 25 c.E.

18. Por providencia de 12 de diciembre del pasado año, se
señaló para votación y fallo el dia 17 del mismo mes y año.

19. Por providencia de 22 de diciembre de 1986, la Sala
acordó, de conformidad con el ano 84 de la LOTC, poner de
manifiesto a los comparecientes en el proceso constitucional la
posible concurrencia del motivo, con eventual relevancia para
resolver lo procedente sobre la estimación o desestimación del
recuno conSIstente en haber sufrido indefensión el recurrente en la
tramitación de la liquidación de las penas a que estaba condenado,
concediendo al Ministerio Fiscal y al recurrente un plazo de diez
dias para que al.....n sobre e! referido motivo, con suspensón del
plazo para dictar Sentencia.

20. El Fiscal, en susalegacio...., señala que el proceso JlOD!!
no concluye con la declaración de firmeza de la Sentencta. El
proceso penal concluye, como tal proceso, con el comienzo de la
ejecución de la pena, si es privallva de libertad, en el estableci­
miento penitenciario correspondiente, Por eUo, los derechos consti­
tucionales del sometido a proceso penal no terminan con la vista
del juicio oral y la posibilidad del recurso contra la Sentencía, sino
que continúa temendo vigencia en todas las vicisitudes que
determinan la efectividad de la Sentencia. La conclusión a que se
llega es clara y terminante: El condenado tiene que gozar de la
asistencia de AboIado Y Procurador en toda la tramitación de la
denominada Iiquiilación de condena. que puede Uevar aparejados
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problemas jurídicos complejos, como ocurre con el problema de la
conexión de causas a que se refiere el arto 988 L.E.er. Por otra
pane, el proceso exi$e. y más el penal, un plano de igualdad entre
las partes, para evllar la preponderancia de una de ellas en
detrimento de las otras. Esta igualdad se tiene que mantener no
sólo hasta la Sentencia. siDO también en la ejecuCIón de la pena, y
este mantenimiento exige la observancia de todas las garantías
constitucionales del arto 24 de la Constitución. Todas las partes
deben ser oídas y tienen que serlo en un plano de igualdad, lo que
supone la asistencia de Abogado y Procurador. En el caso concreto
planteado resulta que el recurrente no ha tenido audiencia con
anterioridad a las resoluciones judiciales que le afectaban, al efecto
de hacer las alegaciones pertinentes respecto 8 la liquidación de
condena, en que debió ser oído con asistencia de Letrado. Como
conclusión, entiende el Fiscal que en la tramitación del proceso
penal y en su fase de ejecución se ha vulnerado por las resoluciones
judiciales dictadas por el Magistrado de Ejecutorias el derecho
constitucional del arto 24.1 de la Constitución, en cuanto aquéllas
vulneran el derecho de defensa del acto contenido en dicho
aniculo.

21. La representación del recurrente, en sus alegaciones, da
por reproducido lo ya dicho en sus anteriores escritos.

11. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. Aunque el recurrente solicita en el «suplico» de su demanda
que este Tribunal acuerde 10 necesario para que se produzca la
refundición de ambas causas (es decir, de la núm. 155/1978,
proviniente del Juzgado de Instrucción núm. 3 de Madrid Y la
70/1979, del núm. 20, procedente de la misma capital) y que se
«declarare la nulidad del acto mediante el cual se aprobaba el
licenciamiento de la causa 155/1978», de la lectura del escrito
resulta que impu",a las resoluciones de 7 y 13 de junio de 1983 del
Magistrado de Ejecutorias de la AudienCia Provmcial de Madrid.
Por la primera se aprobaba la oIi'luidación refundid.. de condenas
practicada al recurrente en el senudo de refundir las cinco penas de
prisión impuestas en la causa 70/1979, limitando su cumplimiento
al triple de la mayor, de acuerdo con el arto 70.2 del Códi¡o Penal
(C.P.), y de liquidar separadamente la condena infligida en la causa
155/1978. El recurrente sostiene, y ésta es su pretensión fundamen­
tal, que las penas dictadas en ambas causas debieron refundirse
conjuntamente, aplicando a todas ellas el citado arto 70.2 C.P. y
limitando, por tanto, el cumplimiento al triple de la pena mayor
impuesta. Ello supondrla que el total de la condena a cumplir por
las dos causas seria de dieciocho años¡ ya Que la pena mayor que
se le impuso fue de seis aftos de presl(lio (convertida después en
prisión) menor en la causa 70/1979. Por el contrario, al no refundir
las dos causas, el recurrente hubo de cumplir primero la pet!8
acordada en la causa 155/1978 (cuatro años, dos meses y un dia de
prisión menor, reducida a tres años por aplicación de la Ley
Orgánica 8/1983, de 25 de junio, y arto 24 c.P.) para pasar
seguidamente a iniciar e) cumplimiento de la de dieciocho años,
resultante de la causa 70/1979. Para el recurrente esas resoluciones
judiciales vulneran los arts. 24 Y 25 de la Constitución.

2. Respecto a la posible vulneración del arto 24, que consisti­
ría en determinar si el interesado tuvo o no las garantías que en
defensa de sus derechos e intereses legítimos prevé ese precepto
constitucional, conviene advertir, en primer ~rmino, 9~~ la
posibilidad de que se aplique a las penas que le han sido int1igidas
en distintas causas la limitación del art. 70.2 del c.P., afecta a un
derecho fundamental cual es el de la libertad personal (art. 17 de
la Constitución). Por esta razón procede examinar si en el presente
caso se han observado esas garantías de defensa de sus Intereses
legítimos que reconoce el referido art. 24 de la Norma Suprema.
Incluso dadas las peculiaridades del presente caso, conviene llevar
a cabo ese examen antes de analizar el motivo de inadmisión
alegado por el Fiscal en sus primeras alegaciones (que en este
momento procesal se convertIría en motivo de desestimación)
ccnsistente en no haber agotado el recurrente todos los recursos
utilizables dentro de la vfa¿·udicial [arto 44.1.a), en relación con el
50.l.b), ambos de la LOT ).

3. La L.E.Cr. ofrece un cauce procesal para examinar si
procede o no la refundición conjunta de P.tnas impuestas en causas
distintas por razón de su posible coneXIón.

En efecto, el ya aludido arto 988 de la citada Ley dice en su
apartado 3.°:

«Cuando el culpable de varias infracciones penales
haya sido condenado en distintos procesos por hechos
que pudieron ser objeto de uno solo, conforme a lo
preVIsto en el arto 17 de esta Ley, el Juez o Tribunal que
hubiera dietado la última Sentencia, de oficio, a instancia
del Ministerio Fiscal o del condenado, procederá a fijar
el limite del cumplimiento de las penas impuestas
conforme a la regla segunda del arto 70 del Código Penal.
Para ello reclamara la hoja histórico-penal del Registro

Central de Penados y Rebeldes )' testimonio de las
Sentencias condenatonas y rrevio dictamen del Ministe­
rio Fiscal, cuando no sea e solicitante, dietará Auto en
el que ~ relacionarán. todas las penas impuestas al reo,
determmando el máximo cumplilJUenlO de las mismas.
Contra tal Auto podrán el Ministerio Fiscal y el conde­
nado interponer recuno de casación por infracción de
Ley.

Cienamente este precepto se refiere de manera expresa a una
resolución a adoptar por el órpno judicial sin audiencia del
condenado, salvo que éste sea el solicitante. Sin embargo, la
trascendencia de la resolucion no se le ocultó al legislador, que
induso prevé la posibilidad de acudir al Tribunal Supremo por
medio del recurso de casación por infracción de Ley. EUo supone
que no nos encontramos ante una decisión que tome automática·
mente el órgano judicial, sino ante una cuestión que puede llegar
a ser debatida ante el mismo Tribunal Su~remo. En esas circuns­
tancias el precepto de la L.E.O. ha de ser lDtegradO para ajustarlo
al derecho de defensa que consagra el art. 24.f de la Constitución
en el sentido de que, como dice el Ministerio Fiscal en sus últimas
alegaciones, el interesado debe ser oído :.ntes de dictarse la
resolución judicial. y ha de serlo con asistencia de Letrado
(art. 24.2 de la Constitución), y que ha de tramitarse el procedi­
miento indicado en el citado prece~o de la L.E.er. cuando el
interesado lo pida, dándole la posibilidad, en la hipótesis de que la
resolución judicial sea denegatoria, de acceder a la casación. Todo
ello tambi~n es consecuencia del princi.,io de igualdad de las panes
en el proceso penal, como recuerda asmlismo el Ministerio Fiscal
en las mismas alegaciones. En el presente caso ese principio exige
que, interviniendo el Fiscal en el procedimiento de liquidación y
refundición de penas, sea oído también el condenado con asistencia
letrada.

4. De lo expuesto en los antecedentes, y espe:cialmente del
antecedente núm. 4, resulta que el recurrente dingió al Tribunal
numerosos escritos solicitando lo ~ue él denominaba revisión de la
causa y .,rotestando por la aplicacIón sucesiva de las penas que le
habían Sido impuestas. Y, concretamente, en escrito de fecha 7 de
enero de 1983, expone, entre otros extremos «que se ha aplicado a
este sumario el arto 70 del vigente Código Penal sin haberlo
solicitado, pues este articulo sólo se puede aplicar si el condenado
está de acuerdo,., que «DO había podido recurrir ante el Tribunal
Supremo por no haber recibido ninguna notificación», y termina
pidiendo la revisión de la aplicación del art. 70 c.P. y que se le
envíe «el testimonio de la condena que en su día se le debió haber
hecho». En este escrito, aunque con manifiestos errores jurídicos y
expresiones sumamente confusas, explicables en quien es lego en
Derecho y no tiene asistencia letrada, se expresa la voluntad de que
se proceda a la refundición de las penas impuestas en las dos causas
en las que fue condenado e incluso se alude, aunque en forma
imprecisa, a una posible casación. La petición del recurrente,
~~o informe del Ministerio fiscal, fue desestimada por el
Magistrado de Ejecutorias en resolución no motivada de 10 de
marzo de 1983. Ahora bien, solicitada por el recurrente la refundi­
ción de las penas de las causas (pues esto es evidentemente lo que
pide) debió abrirse el trámite del arto 988 L.E.Cr., con audiencia
del interesado asistido de Letrado y resolverse por Auto, contra el
cual pudiera presentarse el recurso de casación previsto en el citado
arto 988 l..E.Cr. Al no procederse asi se han vulnerado los derechos
de defensa del interesado reconocidos en el arto 24 de la Constitu­
ción, incidiéndose en el motivo de estimación del recurso cuya
posible concurrencia fue puesta de manifiesto a las partes por la
providencia de este Tribunal de 22 de diciembre de 1986. Por ello
no procede pronunciamiento alguno respecto de la alegada vulnera­
ción del art. 2S, ya que, dado el carácter subsidiario del recurso de
amparo, este Tribunal no puede conocer de una cuestión que no ha
sido previamente sometida a Jos Tribunales ordinarios.

5. A esta conclusión no obstan las alegaciones del Fiscal en sus
primeras alegaciones relativas a la supuesta existencia del motivo
de inadmisión (que ahora lo sería de desestimación), consistente en
no haber agotado el solicitante del amparo todos los recursos
utilizables de la via judicial, al que se ha aludido antes. En
particular se refiere el fiscal al recurso de casación previsto en el
art. 988 L.E.Cr. pero, como ya se ha visto, el recurrente ni tuvo
asistencia letrada que le pennitiera conocer con la suficiente
precisión la existenC18 de ese recurso, aunque a él parece aludir en
su .citado escrito de 7 de enero de 1983, ni se resolvieron las
cuestiones referidas a la refundición de las penas por Auto, sino por
resoluciones no motivadas como lo fueron no sólo la ya mencio·
nada de 10 de marzo de 1983, sino tambitn las de 7 y 13 de junio
del mismo año, por las que se aprobaron las refundiCIOnes
separadas de las penas. En e'sas circunstancias, mal r.uede exigirse
al recurrente que interpusiese un recurso de la comp ejidad ttcnica
de la casación, previsto además en un caso excepcIOnal, y de cuya
procedencia en este supuesto podía tener a 10 más una vaga idea.
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6. En cuanto al eontemdo del amparo a otorgar, es claro que
ha de limitan< a reconocer y a hacer efi:ctivo el derecho del
recurrente a que se siga el procedimiento regulado en el art. 988
L.E.er. con su audiencia, asistido de Letrado, lo que le permitirá,
en su caso, interponer d recurso de casación previsto, sin que
proceda en esta sede pronunciarse sobre la petición de refundición
de las penas, pues el derecho constitucional vulnerado es el derecho
a la defensa "t a la tutela judicial efectiva. en erque se incluye el de
la interposición de los recursos establecidos en las Leyes, es decir,
el derecho consagrado en el arto 24 de la Constitución, cuya posible
violación se sometió a la consideración de las partes por la citada
providencia de 22 de diciembre de 1986.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J.E CONFIERE LA CON5TlTU­
CION DE LA NACION E5PANOLA,

Ha decidido:

1.0 Estimar el amparo solicitado por el recurrente, decretando
la nulidad de las resoluciones del Magistrado de Ejecutorias de la
Audiencia Provincial de Madrid de 7 de junio de 1983 y 13 de
ju.nio del mismo año, dietadas en las causas núm. 155/1978 y
num. 70/1979, por las que se aprobó la refundición y la liquidación
de las condenas y los actos Que sean consecuencia de ellas
retrotrayendo el procedimiento previsto en el art. 988, tercer
párrafo, de la L.E.Cr. al momento en que debe concedérsele vista
al Ministerio Fiscal ra la representación del condenado.

2.° . R~nocer e derecho del recurrente a ser oído y a contar
con aststenc18 de Procurador y Letrado en el procedimiento
previsto en el art. 988, tercer párrafo de la L.E.Cr.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado".

Dada en Madrid a treinta de enero de mil novecientos ochenta y
siete.-Gloria llegué Canlón.-Angel LatolTe Segwa.-Fernando Garcia­
Mon y González-RegueraI.-Carlos de la Vega Ilenayas.-Jesús l.eguina
ViIla.-Luis López Guerra.-Firmados y rubricados.

Advenidos errores en el texto de las Sentencias del Tribunal
Constitucional, publicadas en el suplemento al «Boletín Oficial del
Estado» núm. 17, de fecha 20 de enero de 1987, se transcriben a
continuación las oponunas rectificaciones:

3671 CORRECCION de errores en el texto de las Senten­
cias del Tribunal Constitucional. publicadas en el
suplemento al «(Bolt1{n Oficial del Estado» número 17
de 20 de enero de 1987. .

En la página 7, primera columna, último párrafo, linea 2, donde
dice: «el Procusadono. Debe decir: «1a Procurado...,..

En la página 7, segunda columna, párrafo 1, penúltima línea,
donde dice: ~na evidencia». Debe decir. «UDa exigencia».

En la págIna 8, segunda columna, párrafo 2, linea 2, donde dice:
«jurídico del». Debe decir: .jurídico 3.0 del».

En la página 9, segunda columna, párrafo 2, línea 7, donde dice:
«opone a la». Debe decir. «opone a que la».

En la página 9, segunda columna, párrafo 2, línea 8, donde dice:
.que pueda». Debe decir: ... pueda». .


